
AVISO NOTIFICACIÓN LEGÍTIMA/LEGAL
ASUNTO REFERENTE A LOS PROTOCOLOS COVID-19 Y LA PRÓXIMA CAMPAÑA DE

INOCULACIÓN COVID-19 EXPERIMENTAL EN NIÑOS PARA PODER ASISTIR AL CURSO
2021/22.

Para:  

Fulano de Tal et al, en su responsabilidad Privada Comercial y FULANO DE TAL ET AL, en su   
responsabilidad PÚBLICA como Director del Centro de Educación Pública ______________

Fulano de Tal et al, en su responsabilidad Privada Comercial y FULANO DE TAL ET AL, en su 
responsabilidad PÚBLICA como TUTORA del Centro de Educación Pública ______________. 

Fulano de Tal et al, en su responsabilidad Privada Comercial y FULANO DE TAL ET AL, en su 
responsabilidad PÚBLICA como PRESIDENTE DEL CONSEJO ESCOLAR del Centro de Educación 
Pública ____________.

Fulano de Tal et al, en su responsabilidad Privada Comercial y FULANO DE TAL ET AL, en su 
responsabilidad PÚBLICA como PRESIDENDE DEL A.P.A. ASOCIACIÓN DE PADRES DE 
ALUMNOS del Centro de Educación Pública__________________.

Estimados señores/as:

Mediante el presente documento quedan ustedes notificados y avisados legalmente que ustedes 
serán responsables civil y penalmente de todo daño, dolo, agravio y perjuicio que sufra nuestra 
hijo/a Nombre y apellidos del niño/a y nosotros sus padres y tutores legales Nombre del padre y 
primer apellido y Nombre de la madre y primer apellido , en el supuesto caso en el que NO le 
permitan la entrada al CENTRO ESCOLAR exigiendo MOSTRAR DATOS PRIVADOS Y 
SENSIBLES como son los DATOS referentes a la SALUD, cualquier documento privado, y/o sufra 
cualquier tipo de discriminación, acoso, coerción, coacción y amenazas, abuso, trato inhumano y 
degradante, intervención sanitaria, etc… por parte del PERSONAL DOCENTE acatando los 
PROTOCOLOS COVID-19, o cualquier otro tipo de MEDIDA SANITARIA o NORMA de 
cualquier índole siempre y cuando no sea las que corresponden al FUNCIONARIADO PÚBLICO 
ESCOLAR y esas NORMAS NO CONTRADIGAN LA CONSTITUCIÓN Y TRATADOS 
INTERNACIONALES EN MATERIA DE DERECHOS FUNDAMENTALES. Ustedes deben 
SABER, CONOCER y ACATAR todas las siguientes leyes y fundamentos de derecho:

Real Decreto 707/1979, de 5 de abril, por el que se establece la fórmula de 
juramento en cargos y funciones públicas.

Artículo primero. En el acto de toma de posesión de cargos o funciones públicas en la Administración, 
quien haya de dar posesión formulará al designado la siguiente pregunta:                                        

«¿Juráis o prometéis por vuestra conciencia y honor cumplir fielmente las obligaciones del 
cargo ................. con lealtad al Rey, y guardar y hacer guardar la Constitución como norma 
fundamental del Estado?»                                                                                                                                            

Esta pregunta será contestada por quien haya de tomar posesión con una simple afirmativa.

La fórmula anterior podrá ser sustituida por el juramento o promesa prestado personalmente por
quien va a tomar posesión, de cumplir fielmente las obligaciones del cargo con lealtad al Rey y de
guardar y hacer guardar la Constitución como norma fundamental del Estado.





ConstituciónEspañola. «BOE» núm. 311, de 29/12/1978.

Artículo 9.1 Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del 
ordenamiento jurídico.

Artículo 10.2 Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución 
reconoce se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los 
tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por España.

Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación. TÍTULO PRELIMINAR.CAPÍTULO I. 

Principios y fines de la educación.  Artículo 1. Principios. El sistema educativo español, configurado de 

acuerdo con los valores de la Constitución y asentado en el respeto a los derechos y libertades 

reconocidos en ella, se inspira en los siguientes principios:

a) El cumplimiento efectivo de los derechos de la infancia según lo establecido en la Convención sobre

los Derechos del Niño, adoptada por Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989, ratificada el 30 de 

noviembre de 1990, y sus Protocolos facultativos, reconociendo el interés superior del menor, su 

derecho a la educación, a no ser discriminado y a participar en las decisiones que les afecten y la 
obligación del Estado de asegurar sus derechos.

a bis) La calidad de la educación para todo el alumnado, sin que exista discriminación alguna por 
razón de nacimiento, sexo, origen racial, étnico o geográfico, discapacidad, edad, enfermedad, religión

o creencias, orientación sexual o identidad sexual o cualquier otra condición o circunstancia personal 
o social.

Ley del Estatuto Básico del Empleado Público Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 
de octubre. 

Artículo 52. Deberes de los empleados públicos. Código de Conducta. Los empleados públicos deberán
desempeñar con diligencia las tareas que tengan asignadas y velar por los intereses generales con
sujeción y observancia de la Constitución y del resto del ordenamiento jurídico, y deberán actuar con
arreglo  a  los  siguientes  principios:  objetividad,  integridad,  neutralidad,  responsabilidad,
imparcialidad,  confidencialidad,  dedicación  al  servicio  público,  transparencia,  ejemplaridad,
austeridad,  accesibilidad,  eficacia,  honradez,  promoción del  entorno cultural  y  medioambiental,  y
respeto a la igualdad entre mujeres y hombres, que inspiran el Código de Conducta de los empleados

públicos configurado por los principios éticos y de conducta regulados en los artículos siguientes.  Los
principios y reglas establecidos en este capítulo informarán la interpretación y aplicación del régimen
disciplinario de los empleados públicos.

Artículo 53. Principios éticos.

1.  Los  empleados  públicos  respetarán  la  Constitución  y  el  resto  de  normas  que  integran  el
ordenamiento jurídico.

2.  Su  actuación  perseguirá  la  satisfacción  de  los  intereses  generales  de  los  ciudadanos  y  se
fundamentará en consideraciones objetivas orientadas hacia la imparcialidad y el interés común, al
margen  de  cualquier  otro  factor  que  exprese  posiciones  personales,  familiares,  corporativas,
clientelares o cualesquiera otras que puedan colisionar con este principio.



3. Ajustarán su actuación a los principios de lealtad y buena fe con la Administración en la que
presten sus servicios, y con sus superiores, compañeros, subordinados y con los ciudadanos.

4.  Su conducta se basará en el  respeto de los derechos fundamentales  y libertades públicas,
evitando toda actuación que pueda producir discriminación alguna por razón de nacimiento, origen
racial o étnico, género, sexo, orientación sexual, religión o convicciones, opinión, discapacidad, edad o
cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

5. Se abstendrán en aquellos asuntos en los que tengan un interés personal, así como de toda
actividad privada o interés que pueda suponer un riesgo de plantear conflictos de intereses con su
puesto público.

Artículo 54. Principios de conducta.

1. Tratarán con atención y respeto a los ciudadanos, a sus superiores y a los restantes empleados
públicos.

        3. Obedecerán las instrucciones y órdenes profesionales de los superiores, salvo que constituyan
una infracción manifiesta del ordenamiento jurídico, en cuyo caso las pondrán inmediatamente en
conocimiento de los órganos de inspección procedentes.

        9. Observarán las normas sobre seguridad y salud laboral.

Ley Orgánica  10/1995, de 23 de noviembre,  del  Código Penal. CAPÍTULO V De la
usurpación de funciones públicas y del intrusismo.

Artículo 402.  El que ilegítimamente ejerciere actos propios de una autoridad o funcionario público
atribuyéndose carácter oficial, será castigado con la pena de prisión de uno a tres años.  

Artículo 402 bis. El que sin estar autorizado usare pública e indebidamente uniforme, traje o insignia
que le atribuyan carácter oficial será castigado con la pena de multa de uno a tres meses. 

Artículo 403.1  El que ejerciere actos propios de una profesión sin poseer el correspondiente título
académico expedido o reconocido en España de acuerdo con la legislación vigente, incurrirá en la
pena de multa de doce a veinticuatro meses. Si la actividad profesional desarrollada exigiere un título
oficial que acredite la capacitación necesaria y habilite legalmente para su ejercicio, y no se estuviere
en posesión de dicho título, se impondrá la pena de multa de seis a doce meses. 

Artículo 403.2. Se impondrá una pena de prisión de seis meses a dos años si concurriese alguna de las
siguientes circunstancias:

a) Si  el  culpable,  además,  se atribuyese públicamente la cualidad de profesional  amparada por el
título referido. 

b)  Si  el  culpable  ejerciere  los  actos  a  los  que  se  refiere  el  apartado  anterior  en  un  local  o
establecimiento abierto al público en el que se anunciare la prestación de servicios propios de aquella
profesión. 



Convenio para la prevención y la sanción del delito de genocidio, aprobado por la
Asamblea General de las Naciones Unidas el 9 de diciembre de 1948.

ARTÍCULO I. Las Partes Contratantes confirman que el genocidio, ya sea cometido en tiempo de paz o 
en tiempos de guerra, es un delito de derecho Internacional que ellas se comprometen a prevenir y R 
sancionar. 

ARTÍCULO II. En la presente Convención, se entiende por GENOCIDIO cualquiera de los actos 
mencionados a continuación, perpetrados con la intención de destruir, total o parcialmente. a un 
grupo nacional, étnico, racial o religioso, como tal: 

a) Matanza de miembros del grupo, 

b) Lesión grave a la integridad física o mental de los miembros del grupo.

c) Sometimiento intencional del grupo a condiciones de existencia que hayan de acarrear su 
destrucción física, total o parcial.

d) Medidas destinadas a impedir los nacimientos en el seno del grupo. 

e) Traslado por fuerza de niños del grupo a otro grupo. 

ARTÍCULO III. Serán castigados los actos siguientes: 

a) El genocidio. 

b) La asociación para cometer genocidio. 

c) La instigación directa y pública a cometer genocidio. 

d) La tentativa de genocidio. 

e) La complicidad en el genocidio. 

ARTÍCULO IV. Las. personas que hayan cometido genocidio o cualqu1era de los otros actos 
enumerados en el Artículo III serán castigadas. ya se trate de GOBERNANTES, FUNCIONARIOS o 
PARTICULARES.

ARTÍCULO V. Las partes contratantes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus Constituciones 
respectivas, las medidas legislativas necesarias para asegurar la aplicación de las disposiciones de la 
presente Convención, y especialmente a establecer sanciones penales eficaces para castigar a las 
personas culpables de genocidio o de cualquier otro de los actos enumerados en el artículo III.

ARTÍCULO VI. Las personas acusadas de genocidio o de uno cualquiera de los actos enumerados en el 
artículo III serán juzgadas por un tribunal competente del Estado en cuyo territorio el acto fue 
cometido o ante la Corte Penal Internacional que sea competente respecto a aquellas de las Partes 
Contratantes que hayan reconocido su jurisdicción.

Instrumento de Ratificación del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, 
hecho en Roma el 17 de julio de 1998. PARTE II. DE LA COMPETENCIA, LA 
ADMISIBILIDAD Y EL DERECHO APLICABLE

Artículo 5. Crímenes de la competencia de la Corte.

1. La  competencia  de  la  Corte  se  limitará  a  los  crímenes  más  graves  de  trascendencia  para  la
comunidad  internacional  en  su  conjunto.  La  Corte  tendrá  competencia,  de  conformidad  con  el
presente Estatuto, respecto de los siguientes crímenes:

a) El crimen de genocidio;



b) Los crímenes de lesa humanidad;

c) Los crímenes de guerra;

d) El crimen de agresión.

Artículo 6. Genocidio. A los efectos del presente Estatuto, se entenderá por «genocidio» cualquiera de
los actos mencionados a continuación, perpetrados con la intención de destruir total o parcialmente a 
un grupo nacional, étnico, racial o religioso como tal:

6.b. Lesión grave a la integridad física o mental de los miembros del grupo.

6.e. Traslado por la fuerza de niños del grupo a otro grupo.

Artículo 7. Crímenes de lesa humanidad.

1. A los efectos del presente Estatuto, se entenderá por «crimen de lesa humanidad» cualquiera
de los actos siguientes cuando se cometa como parte de un ataque generalizado o sistemático contra
una población civil y con conocimiento de dicho ataque:

a) Asesinato;

b) Exterminio;

c) Esclavitud;

d) Deportación o traslado forzoso de población;

e) Encarcelación u otra privación grave de la libertad física en violación de normas fundamentales
de derecho internacional;

f) Tortura;

g) Violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, esterilización forzada o
cualquier otra forma de violencia sexual de gravedad comparable;

h) Persecución de un grupo o colectividad con identidad propia fundada en motivos políticos,
raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de género definido en el párrafo 3, u otros motivos
universalmente reconocidos como inaceptables con arreglo al derecho internacional, en conexión con
cualquier acto mencionado en el presente párrafo o con cualquier crimen de la competencia de la
Corte;

i) Desaparición forzada de personas;

j) El crimen de «apartheid».



k) Otros actos inhumanos de carácter similar que causen intencionalmente grandes sufrimientos
o atenten gravemente contra la integridad física o la salud mental o física.

2. A los efectos del párrafo 1:

a) Por «ataque contra una población civil» se entenderá una línea de conducta que implique la
comisión múltiple de actos mencionados en el párrafo 1 contra una población civil, de conformidad
con la política de un Estado o de una organización de cometer  ese ataque o para promover  esa
política;

b) El «exterminio» comprenderá la imposición intencional de condiciones de vida, entre otras, la
privación del acceso a alimentos o medicinas encaminadas a causar la destrucción de parte de una
población;

e)  Por  «tortura» se  entenderá causar  intencionalmente  dolor  o  sufrimientos  graves,  ya  sean
físicos o mentales, a una persona que el acusado tenga bajo su custodia o control; sin embargo, no se
entenderá por tortura el dolor o los sufrimientos que se deriven únicamente de sanciones lícitas o que
sean consecuencia normal o fortuita de ellas;

g) Por «persecución» se entenderá la privación intencional y grave de derechos fundamentales en
contravención del derecho internacional en razón de la identidad del grupo o de la colectividad.

        i)  Por «desaparición forzada de personas» se entenderá la aprehensión,  la detención o el
secuestro de personas por  un Estado o una organización política o  con su autorización,  apoyo o
aquiescencia, seguido de la negativa a admitir tal privación de libertad o dar información sobre la
suerte o el paradero de esas personas, con la intención de dejarlas fuera del amparo de la ley por un
período prolongado.

Artículo 8. Crímenes de guerra.

1.  La Corte tendrá competencia respecto de los crímenes de guerra,  en particular,  cuando se
cometan  como parte de un plan o  política  o  como parte de la  comisión en gran escala  de tales
crímenes.

2. A los efectos del presente Estatuto, se entiende por «crímenes de guerra»:

a) Infracciones graves de los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949, a saber, cualquiera
de los siguientes actos contra personas o bienes protegidos por las disposiciones del Convenio de
Ginebra pertinente:

i) El homicidio intencional;

       ii) La tortura o los tratos inhumanos, incluidos los experimentos biológicos;

      iii) El hecho de causar deliberadamente grandes sufrimientos o de atentar gravemente contra la
integridad física o la salud;



     vii) La deportación o el traslado ilegal, o el confinamiento ilegal;

Declaración universal sobre Bioética y Derechos Humanos UNESCO.

Artículo 1.2 Alcance. La Declaración va dirigida a los Estados. Imparte también orientación, cuando 
procede, para las decisiones o prácticas de individuos, grupos, comunidades, instituciones y empresas,
públicas y privadas.

Artículo 3 – Dignidad humana y derechos humanos
1. Se habrán de respetar plenamente la dignidad humana, los derechos humanos y las libertades 
fundamentales.
2. Los intereses y el bienestar de la persona deberían tener prioridad con respecto al interés exclusivo 
de la ciencia o la sociedad.

Artículo 6 – Consentimiento
1. Toda intervención médica preventiva, diagnóstica y terapéutica sólo habrá de llevarse a cabo previo
consentimiento libre e informado de la persona interesada, basado en la información adecuada. 
Cuando proceda, el consentimiento debería ser expreso y la persona interesada podrá revocarlo en 
todo momento y por cualquier motivo, sin que esto entrañe para ella desventaja o perjuicio alguno.
2. La investigación científica sólo se debería llevar a cabo previo consentimiento libre, expreso e 
informado de la persona interesada. La información debería ser adecuada, facilitarse de forma 
comprensible e incluir las modalidades para la revocación del consentimiento. La persona interesada 
podrá revocar su consentimiento en todo momento y por cualquier motivo, sin que esto entrañe para 
ella desventaja o perjuicio alguno. Las excepciones a este principio deberían hacerse únicamente de 
conformidad con las normas éticas y jurídicas aprobadas por los Estados, de forma compatible con los 
principios y disposiciones enunciados en la presente Declaración, en particular en el Artículo 27, y con 
el derecho internacional relativo a los derechos humanos.
3. En los casos correspondientes a investigaciones llevadas a cabo en un grupo de personas o una 
comunidad, se podrá pedir además el acuerdo de los representantes legales del grupo o la comunidad 
en cuestión. El acuerdo colectivo de una comunidad o el consentimiento de un dirigente comunitario 
u otra autoridad no deberían sustituir en caso alguno el consentimiento informado de una persona.

Artículo 9 – Privacidad y confidencialidad
La privacidad de las personas interesadas y la confidencialidad de la información que les atañe 
deberían respetarse. En la mayor medida posible, esa información no debería utilizarse o revelarse 
para fines distintos de los que determinaron su acopio o para los que se obtuvo el consentimiento, de 
conformidad con el derecho internacional, en particular el relativo a los derechos humanos.

 Artículo 10 – Igualdad, justicia y equidad
Se habrá de respetar la igualdad fundamental de todos los seres humanos en dignidad y derechos, de 
tal modo que sean tratados con justicia y equidad.

Artículo 11 – No discriminación y no estigmatización
Ningún individuo o grupo debería ser sometido por ningún motivo, en violación de la dignidad 
humana, los derechos humanos y las libertades fundamentales, a discriminación o estigmatización 
alguna.



Artículo 16 – Protección de las generaciones futuras
Se deberían tener debidamente en cuenta las repercusiones de las ciencias de la vida en las 
generaciones futuras, en particular en su constitución genética.

Artículo 28 – Salvedad en cuanto a la interpretación: actos que vayan en contra de los derechos 
humanos, las libertades fundamentales y la dignidad humana. Ninguna disposición de la presente 
Declaración podrá interpretarse como si confiriera a un Estado, grupo o individuo derecho alguno a 
emprender actividades o realizar actos que vayan en contra de los derechos humanos, las libertades 
fundamentales y la dignidad humana.

Real Decreto de 24 de julio de 1889 por el que se publica el Código Civil

Artículo 1.1. Las fuentes del ordenamiento jurídico español son la ley, la costumbre y los principios 
generales del derecho.

Artículo 1.2. Carecerán de validez las disposiciones que contradigan otra de rango superior.

Artículo 6.1. La ignorancia de las leyes no excusa de su cumplimiento. El error de derecho 
producirá únicamente aquellos efectos que las leyes determinen.

Artículo 6.2. La exclusión voluntaria de la Ley aplicable y la renuncia a los derechos en ella 
reconocidos sólo serán válidas cuando no contraríen el interés o el orden público ni 
perjudiquen a terceros.

Artículo 6.3. Los actos contrarios a las normas imperativas y a las prohibitivas son NULOS DE 
PLENO DERECHO, salvo que en ellas se establezca un efecto distinto para el caso de 
contravención.

Artículo 6.4. Los actos realizados al amparo del texto de una NORMA que persigan un 
resultado PROHIBIDO por el ORDENAMIENTO JURÍDICO, o contario a él, se considerarán 
ejecutados en FRAUDE de LEY y no impedirán la debida aplicación de la norma que hubiere 
tratado eludir.

Artículo 7.2. La Ley no ampara el abuso del derecho o el ejercicio antisocial del mismo. Todo acto u 
omisión qué por la intención de su autor, por su objeto o por las circunstancias en que se realice 
sobrepase manifiestamente los límites normales del ejercicio de un derecho, con daño para tercero, 
dará lugar a la correspondiente indemnización y a la adopción de las medidas judiciales o 
administrativas que impidan la persistencia en el abuso.

Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo de reforma del Código Penal.

Artículo 510. sanciona a quienes provocaren a la discriminación, al odio o a la violencia, contra grupos 
o asociaciones por distintos motivos recogidos en el precepto. La utilización del término provocación 
ha conducido a sostener que es preciso que se cumplan los requisitos del artículo 18, salvo el relativo 
a que el hecho al que se provoca sea constitutivo de delito, ya que al incluir la provocación al odio se 
hace referencia a un sentimiento o emoción cuya mera existencia no es delictiva. En cualquier caso, es
preciso que se trate de una incitación directa a la comisión de hechos mínimamente concretados de 
los que pueda predicarse la discriminación, el odio o la violencia contra los referidos grupos o 
asociaciones y por las razones que se especifican en el artículo.



Artículo 510.1. Castiga con prisión de 1 a 4 años y multa de seis a doce meses a quien:

a) Públicamente  fomente,  promueva  o  incite  directa  o  indirectamente  al  odio,  discriminación  o
violencia contra un grupo, una parte del mismo o contra una persona determinada por razón de su
pertenencia a aquél, por motivos racistas,  antisemitas u otros referentes a la ideología,  religión o
creencias, situación familiar, la pertenencia de sus miembros a una etnia, raza o nación, su origen
nacional, su sexo, orientación o identidad sexual, por razones de género, enfermedad o discapacidad.

b) Quienes produzcan, elaboren, posean con la finalidad de distribuir, faciliten a terceras personas el
acceso, distribuyan, difundan o vendan escritos o cualquier otra clase de material o soportes que por
su  contenido  sean  idóneos  para  fomentar,  promover,  o  incitar  directa  o  indirectamente  al  odio,
hostilidad, discriminación o violencia contra un grupo, una parte del mismo, o contra una persona
determinada por razón de su pertenencia a aquél, por motivos racistas, antisemitas u otros referentes
a la ideología, religión o creencias, situación familiar, la pertenencia de sus miembros a una etnia, raza
o  nación,  su  origen  nacional,  su  sexo,  orientación  o  identidad  sexual,  por  razones  de  género,
enfermedad o discapacidad.

c) Públicamente niegue, trivialice gravemente o enaltezca los delitos de genocidio, de lesa humanidad
o contra las personas y bienes protegidos en caso de conflicto armado, o enaltezcan a sus autores,
cuando  hubieran  cometido  contra  un  grupo  o  una  parte  del  mismo,  o  contra  una  persona
determinada  por  razón  de  su  pertenencia  al  mismo,  por  motivos  racistas,  antisemitas  u  otros
referentes a la ideología, religión o creencias, la situación familiar o la pertenencia de sus miembros a
una etnia, raza o nación, su origen nacional, su sexo, orientación o identidad sexual, por razones de
género,  enfermedad o discapacidad,  cuando de este modo se promueva o favorezca un clima de
violencia, hostilidad, odio o discriminación contra los mismos.

Artículo 510.2. Contempla unas penas inferiores (prisión de seis meses a dos años y multa de seis a

doce meses):

a)  Cuando se  lesione  la  dignidad de  las  personas  mediante  acciones  que  entrañen  humillación,
menosprecio o descrédito de alguno de los grupos referidos en el párrafo anterior, o de una parte de
los mismos, o de cualquier persona determinada por razón de su pertenencia a ellos por motivos
racistas,  antisemitas  u  otros  referentes  a  la  ideología,  religión  o  creencias,  situación  familiar,  la
pertenencia  a ellos  por  motivos racistas,  antisemitas  u  otros  referentes  a la  ideología,  religión o
creencias, situación familiar, la pertenencia de sus miembros a una etnia, raza o nación, su origen
nacional, su sexo, orientación o identidad sexual, por razones de género, enfermedad o discapacidad,
o produzcan, elaboren, posean con la finalidad de distribuir, faciliten a terceras personas el acceso,
distribuyan, difundan o vendan escritos o cualquier  otra clase de material  o soportes que por su
contenido  sean  idóneos  para  lesionar  la  dignidad  de  las  personas  por  representar  una  grave
humillación, menosprecio o descrédito de alguno de los grupos mencionados, de una parte de ellos, o
de cualquier persona determinada por razón de su pertenencia a los mismos. 

b) Quienes enaltezcan o justifiquen por cualquier medio de expresión pública o de difusión los delitos
que hubieran sido cometidos contra un grupo, una parte del mismo, o contra un grupo, una parte del
mismo, o contra una persona determinada por razón de su pertenencia a aquél por motivos racistas,
antisemitas u otros referentes a la ideología, religión o creencias, situación familiar, la pertenencia de
sus miembros a una etnia, raza o nación, su origen nacional, su sexo, orientación o identidad sexual,
por razones de género, enfermedad o discapacidad, o a quienes hayan participado en su ejecución.

Los hechos serán castigados con prisión de 1 a 4 años de prisión y multa de seis a doce meses cuando
de ese modo se promueva o favorezca un clima de violencia, hostilidad, odio o discriminación contra
los mencionados grupos.

Artículo  510.3.  Se impondrán  las  penas  en  su mitad  superior si  se  cometen  los  hechos  a  través
de medios  de  comunicación,  Internet  o  tecnologías  de  la  comunicación  de  modo  que  se  hagan
accesibles a un elevado número de personas.



Artículo 510.4. Establece que si los hechos, son idóneos para alterar la paz pública o si creare un grave 
sentimiento de inseguridad o temor entre los integrantes del grupo, se impondrán las penas en su 

mitad superior, pudiendo llegar al grado superior.

Artículo 510.5. Establece que llevará aparejada, inhabilitación especial para profesión u oficio 
educativos, en el ámbito docente, deportivo y de tiempo libre, por un tiempo superior entre tres y 
diez años al de la duración de la pena de privación de libertad impuesta en su caso en la sentencia, 
atendiendo proporcionalmente a la gravedad del delito, el número de los cometidos y a las 
circunstancias que concurran en el delincuente.

Artículo 511. Incurrirá en la pena de prisión de seis meses a dos años, multa de doce a veinticuatro
meses  e  inhabilitación  especial  para  empleo  o  cargo  público  por  tiempo  de  uno  a  tres  años  el
particular encargado de un servicio público que deniegue a una persona una prestación a la que tenga
derecho por razón de su ideología, religión o creencias, su situación familiar, pertenencia a una etnia,
raza o nación, su origen nacional, su sexo, edad, orientación o identidad sexual o de género, razones
de género, de aporofobia o de exclusión social, la enfermedad que padezca o su discapacidad.

Las mismas penas serán aplicables cuando los hechos se cometan contra una asociación, fundación,
sociedad o corporación o contra sus miembros por razón de su ideología, religión o creencias, su
situación familiar, la pertenencia de sus miembros o de alguno de ellos a una etnia, raza o nación, su
origen nacional, su sexo, edad, orientación o identidad sexual o de género, razones de género, de
aporofobia o de exclusión social, la enfermedad que padezca o su discapacidad.

Los funcionarios públicos que cometan alguno de los hechos previstos en este artículo, incurrirán en
las mismas penas en su mitad superior y en la de inhabilitación especial para empleo o cargo público
por tiempo de dos a cuatro años.

En todos los casos se impondrá además la pena de inhabilitación especial  para profesión u oficio
educativos, en el ámbito docente, deportivo y de tiempo libre, por un tiempo superior entre uno y
tres años al de la duración de la pena impuesta si esta fuera de privación de libertad, cuando la pena
impuesta fuera de multa, la pena de inhabilitación especial tendrá una duración de uno a tres años.
En  todo caso  se  atenderá  proporcionalmente  a la  gravedad  del  delito  y  a  las  circunstancias  que
concurran en el delincuente.

Artículo 512.  A los que en el ejercicio de sus actividades profesionales o empresariales denegaren a
una persona una prestación a la que tenga derecho por razón de su ideología, religión o creencias, su
situación  familiar,  su  pertenencia  a  una  etnia,  raza  o  nación,  su  origen  nacional,  su  sexo,  edad,
orientación o identidad sexual o de género, razones de género, de aporofobia o de exclusión social, la
enfermedad que padezca o su discapacidad, incurrirán en la pena de inhabilitación especial para el
ejercicio de profesión, oficio, industria o comercio e inhabilitación especial para profesión u oficio
educativos, en el ámbito docente, deportivo y de tiempo libre por un periodo de uno a cuatro años.

Aquí el delito se comete tanto si se discrimina a una persona individual como a un grupo, asociación
fundación,  sociedad o corporación. Y pueden ser autor del mismo, tanto un funcionario como un
particular encargado del servicio público. En cuanto al concepto de servicio público no es cualquier
actividad de trascendencia pública sino aquellas que tienen reconocido tal condición por la ley.

A TENER EN CUENTA. La LO 8/2021, de 4 junio, de protección integral a la infancia y
la adolescencia frente a la violencia, con entrada en vigor el 25 de junio de 2021,
modifica los artículos 511, 512 y 515.4 del C.P.

CÓDIGO DE NÜREMBERG (Tribunal Internacional de Nüremberg) 1946. El gran peso de 
la evidencia ante nosotros demuestra que algunos tipos de experimentos médicos, en humanos, 



cuando se mantienen dentro de límites bien definidos, satisfacen -generalmente- la ética de la 
profesión médica. Los protagonistas de la práctica de experimentos en humanos justifican sus puntos 
de vista basándose en que tales experimentos dan resultados provechosos para la sociedad, que no 
pueden ser procurados mediante otro método de estudio. Todos están de acuerdo, sin embargo, en 
que deben conservarse ciertos principios básicos para poder satisfacer conceptos morales, éticos y 
legales. 

1) El consentimiento voluntario del sujeto humano es absolutamente esencial. Esto quiere decir que la
persona envuelta debe tener capacidad legal para dar su consentimiento; debe estar situada en tal 
forma que le permita ejercer su libertad de escoger, sin la intervención de cualquier otro elemento de 
fuerza, fraude, engaño, coacción o algún otro factor posterior para obligar a coercer, y debe tener el 
suficiente conocimiento y comprensión de los elementos de la materia envuelta para permitirle tomar
una decisión correcta. Este último elemento requiere que antes de aceptar una decisión afirmativa del
sujeto sometible al experimento debe explicársele la naturaleza, duración y propósito del mismo, el 
método y las formas mediante las cuales se conducirá, todos los inconvenientes y riesgos que pueden 
presentarse, y los efectos sobre la salud o persona que pueden derivarse posiblemente de su 
participación en el experimento. El deber y la responsabilidad para determinar la calidad del 
consentimiento recaen sobre el individuo que inicia, dirige, o toma parte del experimento. Es un 
deber personal y una responsabilidad que no puede ser delegada a otra persona con impunidad. 

2) El experimento debe realizarse con la finalidad de obtener resultados fructíferos para el bien de la 
sociedad, que no sean procurables mediante otros métodos o maneras de estudio, y no debe ser 
escogido al azar ni ser de naturaleza innecesaria. 

3) El experimento debe ser diseñado y basado en los resultados obtenidos mediante la 
experimentación previa con animales y el pleno conocimiento de la historia natural de la enfermedad 
u otro problema bajo estudio de modo que los resultados anticipados justifiquen la realización del 
experimento. 

4) El experimento debe ser conducido de manera tal que evite todo sufrimiento y daño innecesario 
sea físico o mental. 

5) Ningún experimento debe ser conducido donde hay una razón «a priori» para asumir que puede 
ocurrir la muerte o daño irreparable: menos, quizás, en aquellos experimentos donde los realizadores 
del mismo también sirvan como sujetos de experimentación.

6) El grado de riesgo tomado no debe exceder nunca el determinado por la importancia 
humanitaria del problema a ser resuelto por el experimento. 

7) Se deben proveer las precauciones adecuadas y tener facilidades óptimas para proteger al 
sujeto envuelto de la más remota posibilidad de lesión, incapacidad o muerte. 

8) El experimento debe ser conducido únicamente por personas científicamente calificadas. 
El grado más alto de técnica y cuidado deben ser requeridos durante todas las etapas del 
experimento, bien de quienes lo conducen así como de los que toman parte de éste. 

9) Durante el curso del experimento el sujeto humano debe tener la libertad de poner fin a 
éste, si ha llegado al estado físico o mental donde la continuación del experimento le parece 
imposible. 

10) Durante el curso del experimento el científico que lo realiza debe estar preparado para 
interrumpirlo en cualquier momento, si tiene razones para creer -en el ejercicio de su buena 
fe, habilidad técnica y juicio cuidadoso- que la continuación del experimento puede resultar 
en lesión, incapacidad o muerte para el sujeto bajo experimentación.



Si habiendo sido avisados mediante la presente notificación de los supuestos delitos 
que estarán cometiendo si continúan acatando los llamados PROTOCOLOS COVID19 
y demás medidas sanitarias que violan los DERECHOS y LIBERTADES 
FUNDAMENTALES, la CONSTITUCIÓN y el ORDENAMIENTO JURÍDICO, serán 
QUERELLADOS PENALMENTE todos y cada uno de ustedes.

La obediencia debida no es excusa

Por: Nosotros Nombre y primer apellido del padre – Nombre y primer apellido de la
madre, progenitores y tutores legales de Nombre y apellidos del niño.

En ___________________, a ________ de _________de 2021.

Autógrafo del padre:                                            Autógrafo de la madre: 

Todos los derechos reservados Ucc1-308        Todos los derechos reservados Ucc1-308
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